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Presentación
 La función notarial desempeña un 
papel esencial en la garantía de la seguri-
dad jurídica y la formalización de la propie-
dad en Colombia. En el contexto de los 
procesos de restitución de tierras, el nota-
riado adquiere una relevancia aún mayor, 
ya que su labor permite consolidar los 
derechos de las víctimas, evitar fraudes y 
asegurar la transparencia en la titulación 
de los predios restituidos. Este libro busca 
analizar la función notarial en dicho con-
texto, explorando su marco normativo, sus 
desafíos y las oportunidades de mejora 
para fortalecer su impacto en la justicia 
transicional.

 En Colombia, el proceso de restitu-
ción de tierras ha sido una respuesta clave 
a la crisis de despojo y desplazamiento 
forzado provocada por el conflicto 
armado. A través de la Ley 1448 de 2011, 
conocida como la Ley de Víctimas y Resti-
tución de Tierras, se estableció un marco 
legal para la devolución de los predios a 
quienes fueron despojados de ellos. Sin 
embargo, la aplicación efectiva de esta 
normativa enfrenta diversos obstáculos, 
entre ellos la inseguridad jurídica derivada 
de la falta de títulos de propiedad, la falsifi-
cación documental y la resistencia de 
actores que se han beneficiado de la apro-
piación ilegal de tierras.

 Dentro de este panorama, el nota-
riado se convierte en un garante de la lega-
lidad y la transparencia. Su intervención es 
clave en la validación de documentos, la 
protocolización de actos jurídicos y la con-
solidación de la propiedad a favor de las 
víctimas. No obstante, este rol enfrenta 
grandes desafíos, como la falta de articula-
ción entre instituciones, la limitada capaci-
tación de algunos notarios en materia de 
restitución y la persistencia de estructuras 
criminales que dificultan el acceso a la 
justicia para las comunidades afectadas.

 Este libro aborda, en primer lugar, el 
marco conceptual y jurídico de la función 
notarial y su relación con la restitución de 

tierras. Se exploran los principios funda-
mentales del notariado, su evolución nor-
mativa en Colombia y la interacción con la 
normativa de restitución de tierras. 
Además, se analizan sentencias clave de la 
Corte Constitucional y del Consejo de 
Estado que han delineado los alcances y 
limitaciones de la función notarial en este 
proceso.

 Posteriormente, se examina el rol 
específico del notario en los procesos de 
restitución. Se detallan las funciones que 
desempeña en la formalización de la pro-
piedad, la titulación de predios y la preven-
ción de fraudes. A través del estudio de 
casos, se identifican las principales dificul-
tades a las que se enfrentan los notarios y 
las estrategias utilizadas para mitigar los 
riesgos asociados a la restitución de 
tierras.

 En el análisis de las problemáticas 
que afectan la función notarial, se eviden-
cian fenómenos como la falsificación de 
documentos, la superposición de títulos, la 
resistencia de terceros opositores y la falta 
de claridad en los registros de propiedad. 
Se destacan, además, los retos específicos 
que enfrentan los notarios en regiones 
donde persisten conflictos por la tierra y se 
proponen soluciones para mejorar su 
capacidad de intervención.

 Un aspecto clave de esta obra es la 
identificación de estrategias y recomenda-
ciones para fortalecer la función notarial 
en los procesos de restitución. Se plantea 
la necesidad de reformas normativas que 
garanticen un mayor control sobre la 
autenticidad de los documentos, la digita-
lización de los registros notariales y la 
capacitación continua de los notarios en 
temas de restitución y derechos humanos.

 Asimismo, se presentan experien-
cias exitosas en la intervención notarial en 
procesos de restitución, evidenciando 
cómo una correcta articulación entre las 
notarías, la Unidad de Restitución de 
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Tierras y otras entidades del Estado puede 
contribuir significativamente a la consoli-
dación de la justicia y la reparación de las 
víctimas. Estas experiencias sirven como 
modelo para la implementación de mejo-
res prácticas en todo el país.

 Este libro no solo pretende ser un 
aporte académico y jurídico al estudio de 
la restitución de tierras, sino también una 
herramienta práctica para notarios, funcio-
narios públicos y profesionales del dere-
cho interesados en fortalecer el acceso a la 
justicia para las víctimas del despojo. La 
seguridad jurídica es un pilar fundamental 
en cualquier sociedad democrática, y el 

fortalecimiento del notariado en este 
ámbito representa un paso crucial hacia la 
consolidación de un Estado más justo e 
incluyente.

 En conclusión, la función notarial en 
la restitución de tierras es un eslabón indis-
pensable para la consolidación del dere-
cho a la propiedad y la reparación de las 
víctimas del conflicto armado. A través de 
este estudio, se busca visibilizar su impor-
tancia, analizar sus desafíos y proponer 
soluciones concretas para mejorar su 
impacto en la construcción de paz y la 
garantía de los derechos fundamentales en 
Colombia.

MAYDINAYIBER MAYRAN URUEÑA ANTURI. 
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Introducción
 La función notarial en Colombia ha 
sido fundamental para la formalización y 
seguridad jurídica de los derechos de pro-
piedad, especialmente en el ámbito rural1. 
Los notarios, como depositarios de la fe 
pública, certifican la autenticidad de los 
actos y contratos, garantizando la legali-
dad en las transacciones inmobiliarias.

 El conflicto armado interno en 
Colombia provocó el despojo y abandono 
de tierras por parte de miles de campesi-
nos, generando una crisis de propiedad 
agraria. Para enfrentar esta problemática, 
se implementó la Ley 1448 de 2011, conoci-
da como Ley de Víctimas y Restitución de 
Tierras, que busca devolver los predios a 
quienes fueron despojados o forzados a 
abandonarlos2.

 En este contexto, la labor del nota-
riado es crucial para asegurar la legalidad 
y transparencia en los procesos de restitu-
ción. Los notarios intervienen en la valida-
ción de documentos, la protocolización de 
actos jurídicos y la consolidación de la pro-
piedad a favor de las víctimas, garantizan-
do así la seguridad jurídica en la restitución 
de tierras.

 Sin embargo, la función notarial 
enfrenta desafíos significativos, como la 
falsificación de documentos y la superpo-
sición de títulos, que complican la restitu-
ción efectiva. Además, la falta de articula-
ción entre instituciones y la limitada capa-
citación de algunos notarios en materia de 
restitución dificultan su labor en este pro-
ceso.

 Para abordar estas dificultades, se 
han implementado estrategias de colabo-

ración interinstitucional. Por ejemplo, la 
Unidad de Restitución de Tierras (URT) ha 
trabajado juntamente con notarios en 
regiones como Arauca y Cubará para aten-
der solicitudes relacionadas con el Regis-
tro Único de Predios y Territorios Abando-
nados (RUPTA), fortaleciendo la atención 
al ciudadano y la eficiencia en los procesos 
de restitución3.

  Además, la Superintendencia de 
Notariado y Registro ha emitido directri-
ces para orientar e instruir sobre la aplica-
ción de las normas que rigen la actuación 
notarial, con el objetivo de garantizar la 
correcta aplicación de la normativa en los 
procesos de restitución de tierras4.

 La implementación de manuales 
operativos, como el de la Agencia Nacional 
de Tierras, establece lineamientos asocia-
dos a la admisión en el proceso de restitu-
ción, buscando estandarizar procedimien-
tos y mejorar la eficiencia en la restitución 
de tierras5.

 La Corte Constitucional ha recono-
cido la restitución de tierras como un dere-
cho fundamental de las víctimas del con-
flicto armado, enfatizando la importancia 
de garantizar su acceso a la propiedad y la 
reparación integral6.

 El notariado, al actuar como garante 
de la legalidad en los procesos de restitu-
ción, contribuye a la construcción de con-
fianza en las instituciones y al fortaleci-
miento del Estado de derecho en las zonas 
rurales afectadas por el conflicto.

 La capacitación continua de los 
notarios en temas de restitución y dere-

1. Observatorio de Tierras. El papel del notariado en la gobernanza de la propiedad agraria en Colombia [Internet]. [citado 19 de marzo de 2025]. Disponible en: https://www.observatoriodetierras.org/el-pa-
pel-del-notariado-en-la-gobernanza-de-la-propiedad-agraria-en-colombia/ 
2. Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. Restitución de Tierras [Internet]. [citado 19 de marzo de 2025]. Disponible en: https://www.minagricultura.gov.co/atencion-ciudadano/pregun-
tas-frecuentes/Paginas/Restitucion-de-Tierras.aspx
3. Unidad de Restitución de Tierras. La Unidad de Restitución de Tierras trabajará con notarios de Arauca y Cubará para atender solicitudes sobre el RUPTA [Internet]. [citado 19 de marzo de 2025]. 
Disponible en: https://www.agronet.gov.co/Noticias/Paginas/La-Unidad-de-Res-
tituci%C3%B3n-de-Tierras-trabajar%C3%A1-con-notarios-de-Arauca-y-Cubar%C3%A1-para-atender-solicitudes-sobre-el-RUPTA.aspx 
4. Superintendencia de Notariado y Registro. Directrices para la actuación notarial en procesos de restitución de tierras [Internet]. [citado 19 de marzo de 2025]. Disponible en: https://www.funcionpublica.-
gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=191827 
5. Agencia Nacional de Tierras. Manual operativo de restitución de tierras [Internet]. [citado 19 de marzo de 2025]. Disponible en: https://www.ant.gov.co/sites/default/files/2024-06/documen-
tos/archivos/APJUR-M-004-MANUAL_OPERATIVO_DE_RESTITUCION_DE_TIERRAS.pdf 
6. González AM. La restitución de tierras en Colombia y su incidencia en el derecho de propiedad sobre bienes inmuebles [Internet]. [citado 19 de marzo de 2025]. Disponible en: https://diposit.ub.edu/dspa-
ce/bitstream/2445/200548/1/LA%20RESTITUCIO%CC%81N%20DE%20TIERRAS%20EN%20
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chos humanos es esencial para mejorar su 
intervención en estos procesos y asegurar 
una atención adecuada a las víctimas.

 La digitalización de los registros 
notariales y la implementación de tecnolo-
gías modernas pueden contribuir a la 
transparencia y eficiencia en los procesos 
de restitución de tierras, reduciendo ries-
gos de fraude y mejorando la gestión 
documental.

 La experiencia ha demostrado que 
una correcta articulación entre las nota-
rías, la URT y otras entidades del Estado 
puede facilitar la restitución efectiva de 
tierras y garantizar los derechos de las 
víctimas.

 Sin embargo, persisten desafíos, 
como la resistencia de terceros opositores 

y la falta de claridad en los registros de 
propiedad, que requieren soluciones inte-
grales y coordinadas entre las distintas 
instituciones involucradas.

 El fortalecimiento de la función 
notarial en los procesos de restitución es 
fundamental para garantizar la seguridad 
jurídica y la reparación efectiva de las vícti-
mas del despojo de tierras en Colombia.

 En conclusión, la función notarial 
desempeña un papel esencial en los proce-
sos de restitución de tierras en Colombia, 
actuando como garante de la legalidad y la 
seguridad jurídica, y contribuyendo a la 
reparación integral de las víctimas del con-
flicto armado.

6



CAPÍTULO I.
ASPECTOS TEÓRICOS Y
CONCEPTUALES



 1.1. Concepto de función notarial.

 La función notarial, profundamente arraigada en la historia jurídica, ha evolucio-
nado para convertirse en un pilar esencial de la seguridad jurídica y la prevención de 
conflictos. Los notarios, como depositarios de la fe pública, garantizan la autenticidad 
y legalidad de los actos y contratos, asegurando que las relaciones jurídicas se constru-
yan sobre bases sólidas y equitativas.

 En Colombia, el ejercicio de la función notarial está reglamentado por el Decreto 
960 de 1970, conocido como el Estatuto del Notariado. Este decreto establece las com-
petencias y deberes de los notarios, entre las que se incluyen recibir, extender y autorizar 
las declaraciones que requieran escritura pública, dar testimonio de la autenticidad de 
firmas y documentos, y llevar el registro del estado civil de las personas7.

 La labor del notario trasciende la mera certificación; implica un compromiso 
activo en la construcción de relaciones jurídicas sólidas y equitativas. Al intervenir en la 
formalización de actos y contratos, los notarios previenen posibles conflictos legales, 
asesorando a las partes sobre las implicaciones jurídicas de sus decisiones y velando por 
el cumplimiento de la legalidad.

 La incorporación de tecnologías modernas en la función notarial ha optimizado 
los procesos, incrementando la eficiencia y reduciendo los tiempos de respuesta. La 
digitalización de documentos y la implementación de plataformas electrónicas facilitan 
el acceso a la información y mejoran la transparencia en las actuaciones notariales.

 Además, la adopción de herramientas tecnológicas ha permitido a los notarios 
expandir sus servicios a áreas geográficas remotas, garantizando que comunidades 
alejadas puedan acceder a servicios notariales de calidad. Esto contribuye a la inclusión 
social y al fortalecimiento del tejido jurídico en todo el territorio nacional.

 La continua adaptación de la función notarial a las dinámicas cambiantes de la 
sociedad es fundamental para mantener su relevancia y eficacia. La capacitación perma-
nente de los notarios en nuevas tecnologías y en las reformas legales asegura que estén 
preparados para enfrentar los desafíos contemporáneos y satisfacer las necesidades de 
la ciudadanía.

 En un mundo donde la seguridad y la certeza jurídica son imperativos, la función 
notarial se erige como un faro de confianza y legalidad en el vasto panorama legal. Su 
labor garantiza que los actos y contratos se realicen conforme a derecho, protegiendo 
los intereses de las partes y contribuyendo a la estabilidad jurídica de la sociedad.

 La ética y la integridad son valores fundamentales en el ejercicio de la función 
notarial. Los notarios deben ser personas de excelente reputación, ya que su actuación 
impacta directamente en la confianza pública y en la credibilidad del sistema jurídico8

 El futuro de la función notarial apunta hacia una mayor integración de herramien-
tas tecnológicas, la expansión de servicios a áreas geográficas remotas y la continua 
adaptación a las dinámicas cambiantes de la sociedad. La implementación de tecnolo-
gías modernas no solo optimiza los procesos, sino que también asegura la relevancia y 
eficacia continua de esta profesión.

7. República de Colombia. Decreto 960 de 1970. [Internet]. 1970. Disponible en: https://www.camara.gov.co/sites/public_html/leyes_hasta_1991/decreto/1970/decreto_0960_1970.h
8. Superintendencia de Notariado y Registro. Aspectos Generales Notariado. [Internet]. Disponible en: https://www.supernotariado.gov.co/delegada-de-notariado/aspectos-generales-notariado
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9. Superintendencia de Notariado y Registro. Aspectos Generales Notariado. [Internet]. Disponible en: https://www.supernotariado.gov.co/delegada-de-notariado/aspectos-generales-notariado
10. República de Colombia. Decreto 960 de 1970. [Internet]. 1970. Disponible en: https://www.camara.gov.co/sites/public_html/leyes_hasta_1991/decreto/1970/decreto_0960_1970.html

 En conclusión, la función notarial en Colombia, respaldada por una sólida base 
legal y en constante evolución, desempeña un rol crucial en la construcción de un siste-
ma jurídico confiable y eficiente. Su capacidad para adaptarse a los cambios tecnológi-
cos y sociales garantiza que continuará siendo un pilar fundamental de la seguridad 
jurídica y la prevención de conflictos en el país.

 En la sociedad colombiana, la función notarial desempeña un papel esencial en la 
garantía de la seguridad jurídica y en la eficiencia del sistema legal. Los notarios, como 
profesionales del derecho debidamente autorizados, autentican documentos y actos 
jurídicos, contribuyendo al orden y a la estabilidad legal en el país.

 • Orígenes e Importancia Histórica de la Función Notarial en Colombia.

 Los orígenes de la función notarial en Colombia se remontan a la época colonial, 
cuando el país estaba bajo dominio español. La institución notarial, aunque adaptada a 
las circunstancias de la época, tiene sus raíces en las tradiciones notariales europeas y 
fue introducida en América Latina durante la colonización. Durante este período, los 
notarios eran figuras clave en la administración colonial, encargados de dar fe pública y 
garantizar la legalidad de los actos y contratos.

 Con la independencia de Colombia en el siglo XIX, la función notarial se consolidó 
como una institución fundamental en el nuevo orden jurídico. El Código Civil de 1873 
estableció las primeras regulaciones formales para la actividad notarial en el país, deli-
neando las responsabilidades y competencias de los notarios. Esta codificación fue 
esencial para uniformar y estructurar la función notarial en todo el territorio nacional.

 A lo largo del siglo XX, la función notarial en Colombia experimentó diversas 
reformas que buscaban modernizar y fortalecer la profesión. La creación de la Superin-
tendencia de Notariado y Registro en 1959 fue un hito significativo en este proceso, ya 
que centralizó la supervisión y regulación de los notarios, asegurando estándares de cali-
dad y eficiencia en el servicio9.

 La expedición del Decreto 960 de 1970, conocido como el Estatuto del Notariado, 
fue otro paso crucial en la evolución de la función notarial en Colombia. Este decreto 
estableció las bases para la organización y funcionamiento del notariado, definiendo 
claramente las funciones, deberes y responsabilidades de los notarios en el país10.

 La función notarial en Colombia ha sido reconocida como una garantía institucio-
nal protegida por la Constitución, lo que le otorga una posición privilegiada dentro del 
sistema jurídico. Esta protección constitucional asegura que la función notarial no pueda 
ser eliminada o desvirtuada por el legislador ordinario, preservando su integridad y auto-
nomía.

 La importancia de la función notarial radica en su capacidad para otorgar certeza 
y seguridad jurídica a los actos y contratos que se realizan en la sociedad. Al intervenir 
en la formalización de estos actos, los notarios previenen posibles conflictos legales y 
garantizan el cumplimiento de la legalidad, contribuyendo así a la paz social y al orden 
público.

 En la actualidad, la función notarial en Colombia continúa adaptándose a las 
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11. Unión Internacional del Notariado. Principios de deontología notarial. Disponible en: https://www.uinl.org/es/principios-de-deontologia 
12. Tumejorformadeaprendernotarial. Principios que rigen la función notarial. Disponible en: https://tumejorformadeaprendernotarial.blogspot.com/p/principios-que-rigen-la-funcion-notarial.html 
13. El País. Belleza, verdad y amor también en las catástrofes. Disponible en: https://elpais.com/economia/2025-01-29/belleza-verdad-y-amor-tambien-en-las-catastrofes.html 

nuevas realidades sociales y tecnológicas. La incorporación de herramientas digitales y 
la modernización de los procesos notariales buscan mejorar la eficiencia y accesibilidad 
del servicio, manteniendo siempre la esencia y los principios fundamentales de la fun-
ción notarial.

 La formación y capacitación continua de los notarios es fundamental para garan-
tizar un servicio de calidad y acorde a las exigencias del entorno jurídico actual. Institu-
ciones educativas y gremiales desempeñan un papel crucial en la actualización y perfec-
cionamiento de los profesionales del notariado, asegurando su competencia y ética en el 
ejercicio de sus funciones.

 En conclusión, la función notarial en Colombia ha evolucionado desde sus raíces 
coloniales hasta convertirse en una institución sólida y confiable que garantiza la seguri-
dad jurídica y contribuye al buen funcionamiento del sistema legal. Su capacidad de 
adaptación y su compromiso con la legalidad y la ética la consolidan como un pilar fun-
damental de la sociedad colombiana.

  1.1.1. Principios que rigen la función notarial 

 La función notarial es fundamental para garantizar la seguridad jurídica en las 
sociedades modernas. Los notarios, como depositarios de la fe pública, autentican y 
legitiman actos y documentos, asegurando su validez y eficacia legal. Esta labor se sus-
tenta en principios esenciales que guían su actuación y garantizan la confianza de la 
ciudadanía en el sistema jurídico.

 Uno de los pilares de la función notarial es la preparación profesional. Los notarios 
deben ejercer su actividad con competencia y formación adecuada, especialmente en 
funciones esenciales como el asesoramiento, interpretación y aplicación de la ley. La 
Unión Internacional del Notariado destaca la importancia de que los notarios adquieran 
conocimientos específicos en materias relevantes y participen activamente en iniciativas 
de formación continua11.

 Otro principio fundamental es la imparcialidad e independencia. El notario debe 
actuar sin favorecer a ninguna de las partes involucradas, manteniendo una posición 
equitativa y buscando soluciones equilibradas que preserven la seguridad jurídica de 
todos los interesados. Esta neutralidad es crucial para la legitimidad de los actos notaria-
les y la confianza pública en la institución12. 

 Además, la función notarial se rige por el principio de legalidad. Cada acto nota-
rial debe ajustarse al marco legal vigente, garantizando que los documentos y actos sean 
válidos y efectivos. El respeto a este principio fortalece la seguridad jurídica, evitando la 
formalización de actos contrarios a la ley y protegiendo tanto a las partes involucradas 
como al interés público13.

 • Fe Pública Notarial.

 El principio de fe pública notarial otorga al notario la autoridad para conferir 
autenticidad y veracidad a los actos y documentos que interviene. Esta facultad implica 
que lo declarado o certificado por el notario se presume verdadero y legítimo, propor-
cionando seguridad y confianza en las relaciones jurídicas. La fe pública es la esencia de 
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la función notarial y se encuentra respaldada por la ley. Por ejemplo, en Colombia, el 
Decreto 2148 de 1983 establece que la fe pública o notarial otorga plena autenticidad a 
las declaraciones emitidas ante el notario y a lo expresado por éste respecto de los 
hechos percibidos en el ejercicio de sus funciones, en el caso y con los requisitos que la 
ley establece14.

 Este principio es vital para el ordenamiento jurídico, ya que permite que los docu-
mentos notariales tengan plena eficacia probatoria sin necesidad de ulterior comproba-
ción. La confianza depositada en el notario como fedatario público facilita las transac-
ciones y actos jurídicos, reduciendo la posibilidad de fraudes o disputas legales.

 Además, la fe pública notarial contribuye a la prevención de conflictos, al garanti-
zar que los documentos y actos cuenten con una certificación imparcial y objetiva. Esto 
refuerza la seguridad jurídica y promueve la estabilidad en las relaciones sociales y 
comerciales.

 • Imparcialidad

 La imparcialidad es un principio fundamental en la función notarial. El notario 
debe actuar sin favorecer a ninguna de las partes involucradas, asegurando que sus 
actuaciones se realicen con objetividad y equidad. Esta neutralidad garantiza que los 
actos notariales sean justos y confiables.

 La imparcialidad del notario es esencial para mantener la confianza pública en la 
institución notarial. Al actuar sin sesgos ni prejuicios, el notario asegura que todas las 
partes reciban un trato equitativo, lo que es crucial para la legitimidad de los actos jurídi-
cos.

 Asimismo, la imparcialidad evita conflictos de interés y asegura que el notario no 
tenga vínculos personales o profesionales que puedan comprometer su objetividad. Esto 
es fundamental para preservar la integridad y credibilidad de la función notarial.

 • Legalidad

 El principio de legalidad implica que el notario debe actuar conforme a las leyes y 
regulaciones vigentes. Cada acto notarial debe ajustarse al marco legal establecido, 
garantizando que los documentos y actos sean válidos y efectivos.

 Este principio asegura que la función notarial contribuya al cumplimiento del 
ordenamiento jurídico, evitando la formalización de actos contrarios a la ley. La obser-
vancia estricta de la legalidad por parte del notario protege a las partes y al interés públi-
co.

 Además, el respeto al principio de legalidad fortalece la seguridad jurídica, ya que 
garantiza que los actos notariales se realicen dentro de un marco normativo claro y pre-
decible, evitando incertidumbres y posibles litigios futuros.

 • Asesoramiento y Control de Legalidad

El notario no solo autentica documentos, sino que también asesora a las partes sobre la 
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legalidad y consecuencias de los actos que desean formalizar. Este rol preventivo es cru-
cial para evitar la realización de actos nulos o ilegales.

 Mediante el asesoramiento, el notario orienta a las partes para que sus actos se 
ajusten a la legalidad y reflejen fielmente su voluntad. Este control de legalidad es una 
garantía adicional de seguridad jurídica y protección para los involucrados.

 El asesoramiento notarial también contribuye a la educación jurídica de la ciuda-
danía, al informarles sobre sus derechos y obligaciones, fomentando una cultura de lega-
lidad y responsabilidad en la sociedad.

  1.1.2. Conservación de Documentos

 Los notarios tienen la responsabilidad de custodiar y conservar los documentos 
que autorizan, garantizando su integridad y disponibilidad futura. Esta función archivísti-
ca es esencial para la seguridad jurídica y la memoria documental de la sociedad.

 La conservación adecuada de los documentos notariales permite su consulta en 
el futuro, ya sea para verificar derechos, cumplir obligaciones o resolver disputas. Esta 
función es vital para la transparencia y continuidad de las relaciones jurídicas.

 Además, la custodia de documentos por parte del notario asegura que estos se 
mantengan en condiciones óptimas, protegidos contra pérdidas, deterioros o manipula-
ciones indebidas, garantizando su autenticidad y valor probatorio a lo largo del tiempo.

  1.1.3. Importancia de la seguridad jurídica en la función notarial 

 La seguridad jurídica es un pilar esencial en el funcionamiento de cualquier socie-
dad que aspire al orden y la justicia. Se refiere a la certeza y previsibilidad que el derecho 
ofrece a los ciudadanos, permitiéndoles conocer y anticipar las consecuencias legales de 
sus acciones y decisiones. Esta garantía es fundamental para la estabilidad social y eco-
nómica, ya que asegura que los derechos y obligaciones sean respetados y protegidos 
por el Estado. Carbonell (2004) define la seguridad jurídica como la certeza del derecho 
en todos sus ámbitos de aplicación, diferenciando claramente lo prohibido de lo permiti-
do por el poder público15.

 En este contexto, la función notarial adquiere una relevancia particular. Los nota-
rios, como depositarios de la fe pública, tienen la responsabilidad de dar autenticidad y 
legalidad a los actos y documentos que intervienen, garantizando su conformidad con el 
ordenamiento jurídico vigente. Su labor no se limita a la mera certificación de firmas o 
documentos; implica un análisis exhaustivo de la legalidad y legitimidad de los actos, 
asegurando que estos se ajusten a la normativa aplicable. De esta manera, el notario 
contribuye de manera significativa a la seguridad jurídica, al evitar la formalización de 
actos contrarios a la ley y prevenir posibles conflictos legales16.

 La intervención notarial se erige como una medida preventiva en el ámbito jurídi-
co. Al asesorar a las partes y garantizar que los actos y contratos se ajusten a la legali-
dad, el notario reduce la posibilidad de litigios futuros. Esta función preventiva es esen-
cial para descongestionar el sistema judicial, ya que muchos conflictos potenciales se 
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evitan gracias a la correcta actuación notarial. Según la Unión Internacional del Notaria-
do, la función notarial y el acceso a la justicia preventiva son fundamentales para garanti-
zar el acceso igualitario a la justicia y contribuir a descongestionar los tribunales median-
te la intervención del notario en procedimientos no contenciosos17.

 Además, la seguridad jurídica que proporciona la función notarial es crucial para 
la confianza en las transacciones económicas y comerciales. La certeza de que los docu-
mentos y contratos cuentan con la autenticidad y legalidad necesarias fomenta un 
ambiente de confianza entre las partes, facilitando las relaciones comerciales y la inver-
sión. La intervención notarial garantiza que las transacciones se realicen conforme a 
derecho, protegiendo los intereses de las partes y contribuyendo al desarrollo económi-
co. La importancia de la función notarial en la protección de los derechos y la seguridad 
jurídica es destacada en diversas publicaciones académicas18. 

 La imparcialidad e independencia del notario son fundamentales para la seguri-
dad jurídica. Al actuar de manera neutral y objetiva, el notario asegura que no existan 
conflictos de interés y que todas las partes involucradas reciban un trato equitativo. Esta 
imparcialidad fortalece la confianza en la institución notarial y, por ende, en el sistema 
jurídico en su conjunto. La función notarial desde la perspectiva de la seguridad jurídica 
es analizada en profundidad en estudios especializados19. 

 La formación y capacitación continua de los notarios son esenciales para mante-
ner altos estándares de seguridad jurídica. El conocimiento actualizado de las leyes y 
regulaciones permite al notario asesorar adecuadamente a las partes y garantizar que 
los actos se ajusten a la legalidad vigente. La seguridad jurídica en el derecho notarial es 
un tema ampliamente abordado en la literatura jurídica20. 

 Así pues, la seguridad jurídica es un componente esencial de la función notarial. A 
través de su intervención, el notario garantiza la legalidad y autenticidad de los actos y 
documentos, previene conflictos legales y contribuye a la confianza en el sistema jurídi-
co y económico.  La labor notarial, sustentada en principios de legalidad, imparcialidad 
y formación continua, es indispensable para la estabilidad y desarrollo de la sociedad.

 Queda claro entonces, que la seguridad jurídica es un pilar fundamental en el 
ámbito del Derecho Registral, ya que garantiza la certeza y estabilidad de las relaciones 
jurídicas. Para comprender su relevancia, es esencial analizar el concepto de seguridad 
en general. El jurista brasileño Miguel Reale destaca que "seguridad y certeza forman 
una diada inseparable; cuanto más cierto se hace el derecho, genera más condiciones de 
seguridad"21. Esta afirmación resalta la interdependencia entre la certeza del derecho y 
la seguridad que este proporciona a la sociedad.

 Reale equipara los términos seguridad y certeza, enfatizando que ambos son inse-
parables. Según su perspectiva, a mayor certeza en el derecho, se generan condiciones 
más propicias para la seguridad jurídica. Esta relación implica que un ordenamiento 
jurídico claro y predecible es esencial para la confianza de los ciudadanos en el sistema 
legal.
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 Con una comprensión clara de lo que implica la seguridad, es pertinente abordar 
el concepto de seguridad jurídica. El jurista argentino Atilio Alterini señala que "general-
mente existe seguridad jurídica cuando se dictan leyes reguladas por el gobierno y que 
solo se aplican posteriores a su vigencia, las mismas que deben ser claras y precisas por 
quienes la imponen"22. Esta definición enfatiza la necesidad de leyes claras, precisas y 
aplicadas de manera prospectiva para garantizar la seguridad jurídica.

 Alterini refuerza la idea de que la seguridad jurídica se manifiesta a través de la 
creación anticipada de leyes que establezcan con claridad las consecuencias de determi-
nadas conductas. Este enfoque permite a los ciudadanos conocer de antemano las impli-
caciones legales de sus acciones, fomentando un entorno de previsibilidad y confianza 
en el sistema legal.

 En el contexto de las funciones notariales, la seguridad jurídica adquiere una 
dimensión particular. Los notarios, al dar fe pública y autenticar documentos, desempe-
ñan un rol crucial en la garantía de la legalidad y certeza de los actos jurídicos. Su inter-
vención asegura que los documentos reflejen fielmente la voluntad de las partes y cum-
plan con las formalidades legales, contribuyendo así a la estabilidad y confianza en las 
transacciones legales.

 Específicamente, en la notaría Macedo de la ciudad de Chiclayo durante el año 
2019, es fundamental evaluar cómo se ha manifestado la seguridad jurídica en el cumpli-
miento de sus funciones. Un análisis exhaustivo permitirá determinar si las prácticas 
notariales se han alineado con los parámetros jurídicos establecidos, garantizando la 
certeza y legalidad de los actos registrados.

 La evaluación de la notaría Macedo implica revisar la claridad y precisión de los 
documentos notariales emitidos, así como la observancia de las normativas vigentes. 
Este análisis es crucial para identificar posibles áreas de mejora y asegurar que la función 
notarial continúe siendo un baluarte de la seguridad jurídica en la comunidad.

 Además, es importante considerar la capacitación y actualización constante del 
personal notarial. La formación continua garantiza que los notarios estén al tanto de las 
reformas legales y puedan aplicar correctamente las normativas, fortaleciendo así la 
confianza de la ciudadanía en el sistema registral y notarial23.

 Por tanto, la seguridad jurídica es esencial para el correcto funcionamiento del 
Derecho Registral y la función notarial. La claridad y certeza en las leyes, junto con una 
práctica notarial rigurosa y actualizada, son fundamentales para garantizar la confianza 
y estabilidad en las relaciones jurídicas de la sociedad.

 Así las cosas, se trata de un aspecto fundamental en el ámbito del Derecho, garan-
tizando la estabilidad y previsibilidad necesarias para el adecuado funcionamiento de la 
sociedad. Según el jurista brasileño Miguel Reale, la seguridad y la certeza forman una 
diada inseparable; cuanto más cierto se hace el derecho, más condiciones de seguridad 
se generan24. Esta afirmación resalta la importancia de la claridad y precisión en las 
normas legales para asegurar un entorno jurídico confiable.

 El jurista argentino Atilio Alterini complementa esta visión al señalar que la seguri-
dad jurídica se manifiesta cuando se dictan leyes reguladas por el gobierno que solo se 
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aplican posteriores a su vigencia, y que deben ser claras y precisas por quienes la impo-
nen25. Esto implica que las leyes deben ser promulgadas con anticipación y contener 
disposiciones claras sobre las consecuencias de determinadas conductas, permitiendo a 
los ciudadanos conocer de antemano las implicaciones legales de sus acciones.

 Juan Bolás Alfonso identifica elementos objetivos y subjetivos en la seguridad 
jurídica. Entre los objetivos destaca la existencia de una ley aplicable, su publicación para 
conocimiento general, claridad en su redacción, vigencia sin alteraciones por normas de 
menor rango y su aplicación garantizada por una administración de justicia eficaz26. 
Estos elementos aseguran que el marco legal sea accesible y comprensible para todos 
los ciudadanos.

 En cuanto a los elementos subjetivos, Bolás Alfonso menciona la certeza aplicada 
a la ley y la conciencia ciudadana sobre el predominio de esta, respaldada por la efectivi-
dad y agilidad de los tribunales al juzgar y hacer cumplir lo juzgado27. Esta perspectiva 
enfatiza la confianza de la sociedad en el sistema legal y en la capacidad de las institu-
ciones para garantizar el cumplimiento de las normas.

 La seguridad jurídica puede analizarse desde una dimensión estática y dinámica. 
La dimensión estática se refiere al conocimiento del derecho, destacando que este debe 
ser comprensible y efectivo para servir de orientación a los ciudadanos. Por otro lado, la 
dimensión dinámica aborda la confiabilidad y calculabilidad del derecho, permitiendo a 
las personas prever cómo sus acciones serán tratadas legalmente en el futuro.

 La seguridad jurídica objetiva establece un estado de cosas en el orden social que 
busca proteger la integridad de los individuos y sus bienes, garantizando que sus dere-
chos no sean vulnerados sino protegidos por la sociedad. Esta perspectiva resalta la fun-
ción del Estado en la preservación del derecho y la defensa del individuo.

 Por su parte, la seguridad jurídica subjetiva se centra en la certidumbre del dere-
cho, lo que significa que cualquier perjuicio hacia el patrimonio o la vida estará juramen-
tado por la sociedad y el órgano del Estado. Esta visión subraya la confianza de los 
ciudadanos en que sus derechos serán protegidos y cualquier transgresión será debida-
mente resarcida.

 En síntesis, la seguridad jurídica es esencial para la vida y el desarrollo de los 
países y de las personas que viven en ellos, garantizándoles sus derechos y obligaciones 
sin que el mal actuar de los gobernantes les pueda ocasionar problemas. Este principio 
fundamental del derecho asegura un entorno estable y predecible, indispensable para el 
progreso social y económico. 

 La seguridad jurídica, al proporcionar certeza y confianza en el ordenamiento 
legal, facilita las relaciones sociales y económicas, promoviendo un ambiente donde las 
personas pueden planificar y ejecutar sus actividades con la garantía de que sus dere-
chos serán respetados. Esta estabilidad es crucial para el desarrollo sostenible y la cohe-
sión social.

 Finalmente, es importante destacar que la seguridad jurídica no es una norma en 
sí misma, sino el resultado de un ordenamiento jurídico regido por la cognoscibilidad, 
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claridad, formalidad, materialidad y durabilidad, evitando modificaciones abruptas, drás-
ticas o incoherentes. Este enfoque integral garantiza que el derecho cumpla su función 
de orientar y proteger a la sociedad de manera efectiva.

 1.2. Concepto y alcance de la restitución de tierras

 La restitución de tierras es un proceso legal y administrativo que busca devolver 
a las víctimas del conflicto armado en Colombia las propiedades de las que fueron des-
pojadas o que se vieron obligadas a abandonar. Este mecanismo es fundamental para la 
reparación integral de las víctimas y para la reconstrucción del tejido social en las zonas 
afectadas por la violencia28.

 En el contexto colombiano, la restitución de tierras se enmarca en la Ley 1448 de 
2011, conocida como la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras. Esta normativa estable-
ce que las víctimas tienen derecho a que se les devuelvan sus predios, independiente-
mente de si poseen títulos de propiedad, siempre que hayan sido despojadas o forzadas 
a abandonarlos debido al conflicto armado. Además de la devolución de la tierra, la ley 
busca mejorar las condiciones socioeconómicas de las víctimas para garantizarles una 
vida digna29.

 El proceso de restitución de tierras no solo implica la devolución física de los pre-
dios, sino también la implementación de medidas que faciliten la reintegración de las 
víctimas a sus territorios. Estas medidas incluyen el acompañamiento técnico, la provi-
sión de infraestructura básica y el acceso a servicios públicos, con el objetivo de garanti-
zar la sostenibilidad de la restitución y evitar futuros desplazamientos30. 

 La restitución de tierras se basa en principios de justicia restaurativa, buscando 
reparar el daño causado a las víctimas y promover la reconciliación en las comunidades 
afectadas. Este enfoque es esencial para la estabilización socioeconómica y la repara-
ción de las víctimas, dado el papel central que la tierra desempeña en su sustento, identi-
dad y territorialidad31. 

 A pesar de los avances logrados, la restitución de tierras en Colombia enfrenta 
desafíos significativos, como la resistencia de actores que se benefician de la tenencia 
ilegal de tierras y la necesidad de garantizar la seguridad de las víctimas que retornan. 
No obstante, este proceso sigue siendo una pieza clave en la construcción de una paz 
duradera y en la promoción de la justicia social en el país32.

 Ahora bien, la función notarial desempeña un papel esencial en el proceso de 
restitución de tierras en Colombia, garantizando la legalidad y autenticidad de los actos 
jurídicos relacionados con la propiedad inmueble. Los notarios, como depositarios de la 
fe pública, certifican y autentican documentos que respaldan la transferencia y restitu-
ción de tierras a las víctimas del conflicto armado. Su intervención asegura que las tran-
sacciones se realicen conforme a la ley, brindando seguridad jurídica a las partes involu-
cradas33.
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 En el contexto de la restitución de tierras, los notarios colaboran estrechamente 
con entidades como la Superintendencia de Notariado y Registro y la Unidad de Restitu-
ción de Tierras. Estas instituciones proporcionan información sobre el historial jurídico 
de los predios despojados, lo cual es fundamental para identificar y validar los derechos 
de propiedad de las víctimas. La coordinación entre notarios y estas entidades garantiza 
que los procesos de restitución se basen en información precisa y actualizada, evitando 
conflictos futuros sobre la titularidad de las tierras34.

 Además, los notarios participan en la formalización de la propiedad rural, un paso 
crucial para la seguridad jurídica en el ámbito agrario. La formalización implica la legali-
zación de la tenencia de la tierra, permitiendo a los propietarios acceder a beneficios 
estatales y privados, como créditos agrícolas y programas de desarrollo rural. La inter-
vención notarial en este proceso es vital para asegurar que la documentación y los pro-
cedimientos cumplan con los requisitos legales establecido35.

 La Superintendencia delegada para la Protección, Restitución y Formalización de 
Tierras, dependiente de la Superintendencia de Notariado y Registro, tiene entre sus fun-
ciones administrar y conservar el registro de predios despojados. Este registro es esen-
cial para la efectividad de la restitución, ya que proporciona un historial detallado de los 
predios afectados por el despojo. Los notarios, al acceder y utilizar esta información, 
pueden certificar la autenticidad de los documentos relacionados con la restitución, 
garantizando la transparencia y legalidad del proceso36.

 La importancia de la función notarial en la restitución de tierras también se refleja 
en la necesidad de una actuación ética y transparente por parte de los notarios. Dado 
que su rol es garantizar la legalidad y autenticidad de los actos jurídicos, es fundamental 
que actúen con imparcialidad y conforme a la ley, evitando prácticas corruptas que 
puedan afectar la confianza en el proceso de restitución. La supervisión y regulación 
adecuadas de la función notarial son esenciales para mantener la integridad del sistema 
de restitución de tierras en Colombia. 

 En resumen, la función notarial es fundamental en el proceso de restitución de 
tierras en Colombia, asegurando que las transacciones relacionadas con la propiedad 
inmueble se realicen de manera legal y transparente. La colaboración entre notarios y 
entidades gubernamentales, junto con una actuación ética y profesional, contribuye a la 
efectiva restitución de tierras a las víctimas del conflicto armado, fortaleciendo la con-
fianza en el sistema legal y promoviendo la justicia social en el país.

 Ahora, los notarios juegan un papel indispensable en el proceso de restitución de 
tierras en Colombia, especialmente en el marco de la justicia transicional. Los notarios, 
como depositarios de la fe pública, garantizan la autenticidad y legalidad de los docu-
mentos relacionados con la propiedad y transferencia de tierras, asegurando que los 
procedimientos se realicen conforme a la ley y protegiendo los derechos de las partes 
involucradas37. 

 Una de las principales responsabilidades de los notarios en este contexto es la 
verificación exhaustiva de la documentación presentada por las partes. Esto incluye la 
comprobación de títulos de propiedad, certificados catastrales y otros documentos rele-
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vantes que acrediten la legitimidad de las reclamaciones de restitución. Al garantizar la 
autenticidad de estos documentos, los notarios contribuyen a la seguridad jurídica y 
evitan posibles fraudes o disputas futuras.

 Además, los notarios asesoran a las partes sobre sus derechos y obligaciones 
durante el proceso de restitución. Esta orientación es crucial para que las personas afec-
tadas comprendan plenamente las implicaciones legales de sus acciones y decisiones, 
facilitando una restitución más transparente y equitativa38. 

 La intervención notarial también es vital en la formalización de acuerdos y contra-
tos relacionados con la restitución de tierras. Los notarios redactan y autentican estos 
documentos, asegurándose de que cumplan con los requisitos legales y reflejen fielmen-
te la voluntad de las partes. Esto proporciona una base sólida para la ejecución de los 
acuerdos y minimiza el riesgo de conflictos posteriores. 

 En contextos de justicia transicional, donde la confianza en las instituciones puede 
estar debilitada, la función notarial adquiere una relevancia aún mayor. La imparcialidad 
y profesionalismo de los notarios contribuyen a reconstruir la confianza en el sistema 
legal y a promover la reconciliación social al garantizar que los procesos de restitución 
se lleven a cabo de manera justa y transparente. 

 Asimismo, los notarios facilitan la inscripción de las propiedades restituidas en los 
registros públicos, lo que es fundamental para otorgar seguridad jurídica a los beneficia-
rios y consolidar su derecho de propiedad. Esta formalización es esencial para que las 
víctimas puedan ejercer plenamente sus derechos sobre las tierras restituidas y acceder 
a beneficios asociados, como créditos agrícolas o programas de desarrollo rural. 

 En resumen, la función notarial es indispensable en el proceso de restitución de 
tierras en Colombia, ya que garantiza la legalidad, transparencia y seguridad jurídica 
necesarias para que las víctimas recuperen sus derechos y se avance hacia una sociedad 
más justa y equitativa.

 1.2. Restitución de tierras en el marco de la justicia transicional 

 La prolongada violencia derivada del conflicto armado interno en Colombia ha 
generado un desplazamiento forzado masivo de la población. Entre 1985 y 2013, se 
estima que 5.921.924 personas fueron obligadas a abandonar sus hogares, ubicando al 
país entre los que registran el mayor número de desplazados internos a nivel mundial39.

 Este desplazamiento ha afectado predominantemente a las zonas rurales, donde 
la tierra se convirtió en un recurso estratégico con implicaciones económicas, políticas y 
militares. Actores armados ilegales, como los paramilitares, implementaron tácticas de 
despojo planificadas y coercitivas, alterando los derechos de propiedad y consolidando 
su control territorial40.

 La concentración de tierras en manos de actores ilegales no solo despojó a los 
campesinos de sus medios de subsistencia, sino que también transformó la estructura 
agraria del país, exacerbando las desigualdades sociales y económicas en las áreas rura-
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les. Este fenómeno ha sido identificado como un factor clave en la perpetuación del con-
flicto armado y en la dificultad para alcanzar una paz duradera41.

 En respuesta a esta problemática, se han implementado mecanismos de justicia 
transicional orientados a la restitución de tierras y reparación de las víctimas. Sin embar-
go, a pesar de los avances legales y políticos, la mayoría de los desplazados internos aún 
enfrentan obstáculos significativos para acceder a soluciones duraderas, lo que refleja la 
complejidad y magnitud del desafío que enfrenta Colombia en su camino hacia la recon-
ciliación y la paz42.

 La restitución de tierras en el marco de la justicia transicional es esencial para 
abordar las causas estructurales del conflicto y garantizar los derechos de las víctimas. 
Este proceso busca no solo devolver las tierras a sus legítimos propietarios, sino también 
reconstruir el tejido social y promover el desarrollo sostenible en las comunidades afec-
tadas43.

 La situación de desplazamiento forzado en Colombia ha sido una problemática 
persistente que ha afectado a millones de personas. En respuesta a esta crisis humanita-
ria, el Estado colombiano promulgó la Ley 387 de 199744 , que estableció medidas para 
la prevención del desplazamiento forzado y la atención a las personas desplazadas. Esta 
ley definió como desplazado a toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del 
territorio nacional, abandonando su lugar de residencia o actividades económicas habi-
tuales, debido a situaciones como el conflicto armado interno, disturbios y tensiones 
interiores, violencia generalizada o violaciones masivas de derechos humanos.

 A pesar de la implementación de la Ley 387, la violencia y el número de desplaza-
dos continuaron en aumento, evidenciando la ineficacia de las medidas adoptadas. Esta 
realidad llevó a la Corte Constitucional a emitir la Sentencia T-025 de 200445, en la cual 
se declaró la existencia de un "estado de cosas inconstitucional" en relación con la situa-
ción de la población desplazada. La Corte señaló que la magnitud del desplazamiento 
forzado y la falta de respuesta efectiva por parte del Estado constituían una violación 
masiva y sistemática de los derechos fundamentales de esta población.

 La Sentencia T-025 de 2004 se convirtió en un hito en la protección de los dere-
chos de las personas desplazadas, al ordenar al Estado la adopción de concretas para 
garantizar su atención y reparación integral. Sin embargo, el seguimiento realizado por 
la Corte evidencia que, años después, persistían deficiencias en áreas como la ayuda 
humanitaria, la protección y, especialmente, en la restitución de tierras y bienes abando-
nados. Esta situación resaltó la necesidad de reformular las políticas de tierras y de 
implementar mecanismos más efectivos para la restitución de los derechos de las vícti-
mas46.

 En este contexto, y teniendo en cuenta también los estándares internacionales 
como los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos de 1998 y los Principios 
Pinheiro de 200547, se promulgó la Ley 1448 de 201148, conocida como la Ley de Víctimas 
y Restitución de Tierras. Esta ley estableció medidas de atención, asistencia y reparación 
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integral a las víctimas del conflicto armado interno, incluyendo la creación del "Registro 
de Tierras Despojadas".
 
 La justicia transicional se refiere a los procesos y mecanismos que una sociedad 
implementa para enfrentar y remediar las consecuencias de violaciones masivas y graves 
de los derechos humanos, con el objetivo de facilitar la transición hacia una paz duradera 
y una democracia fortalecida. Estos mecanismos incluyen la verdad, la justicia, la repara-
ción y las garantías de no repetición, pilares fundamentales que buscan tanto la reconci-
liación social como la reconstrucción institucional49.

 Uno de los componentes esenciales de la justicia transicional es la búsqueda de la 
verdad, la cual se materializa a través de comisiones de la verdad y otras iniciativas desti-
nadas a esclarecer los hechos ocurridos durante periodos de violencia sistemática. Estas 
comisiones permiten reconocer a las víctimas, documentar abusos y generar una memo-
ria colectiva que contribuya a la no repetición de los hechos violentos50.

 El acceso a la justicia es otro elemento clave dentro de la justicia transicional, ya 
que implica la persecución penal de los responsables de violaciones a los derechos 
humanos. Tribunales nacionales e internacionales han sido fundamentales en la investi-
gación y sanción de estos crímenes, estableciendo precedentes importantes en la lucha 
contra la impunidad51. Sin embargo, la aplicación de la justicia en contextos de transición 
debe equilibrar la necesidad de sancionar con la estabilidad política y social, lo que a 
menudo implica mecanismos alternativos como la justicia restaurativa52.

 La reparación de las víctimas es otro componente esencial, abarcando medidas 
de compensación económica, rehabilitación psicosocial y reconocimiento público del 
daño sufrido. Programas de reparación integral han sido implementados en diferentes 
países con el propósito de restituir la dignidad de las víctimas y promover su reincorpo-
ración social53. Estas medidas son cruciales para fortalecer la confianza en las institucio-
nes y el estado de derecho.

 Finalmente, las garantías de no repetición incluyen reformas institucionales, capa-
citación en derechos humanos y desmovilización de grupos armados. Estas acciones 
buscan transformar las condiciones estructurales que permitieron las violaciones, pro-
moviendo una cultura de respeto a los derechos fundamentales54. En este sentido, la 
justicia transicional no solo se orienta hacia la resolución del pasado, sino también hacia 
la construcción de sociedades más justas y equitativas.
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CAPÍTULO II.
MARCO JURÍDICO DE
LA FUNCIÓN NOTARIAL
Y LA RESTITUCIÓN DE
TIERRAS.
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 2.1. Marco normativo de la función notarial en Colombia 

 La función notarial en Colombia se rige por el principio de rogación, lo que implica 
que los ciudadanos tienen la facultad de seleccionar libremente la notaría en la que 
desean realizar un acto o negocio jurídico. Este principio, consagrado en el artículo 4 del 
Decreto 960 de 1970, establece que el servicio notarial no es impuesto, sino que debe 
ser solicitado por el usuario. La existencia de Múltiples notarías dentro de un mismo 
círculo notarial permite a los ciudadanos ejercer esta elección de manera autónoma, 
garantizando así la accesibilidad y la libre concurrencia en el acceso al servicio notarial55.

 Sin embargo, este principio de libre elección tiene excepciones, especialmente 
cuando intervienen entidades del orden municipal, departamental o nacional. En estos 
casos, se aplica el sistema de reparto, según lo estipulado en la Resolución 10137 del 23 
de noviembre de 2011, con el fin de distribuir equitativamente los trámites entre las nota-
rías. Este mecanismo garantiza una asignación justa de los actos notariales y evita la 
concentración excesiva de diligencias en un solo despacho56.

 Además, ciertas actuaciones notariales están sujetas a criterios de competencia 
territorial, como el matrimonio civil ante notario y la liquidación de herencias. Según el 
artículo 1 del Decreto 2668 de 1988 y el artículo 1 del Decreto 902 de 1988, estos trámites 
deben realizarse ante la notaría correspondiente a la ubicación territorial del solicitante. 
No obstante, aunque el reparto y la competencia territorial limitan en ciertos casos la 
libre elección de notario, no eliminan completamente la autonomía de las personas en la 
selección del despacho notarial más conveniente57.

 Así pues, la relación entre los notarios y los usuarios del servicio notarial ha sido 
objeto de debate en el ámbito jurídico, especialmente en lo que respeta a su naturaleza 
contractual o extracontractual. Algunos tratadistas, como Suescún Melo, han planteado 
posturas diversas sobre este vínculo. No obstante, al analizar la función notarial, se 
evidencia que el notario actúa en cumplimiento de un mandato legal, lo que hace cues-
tionable la existencia de un contrato como tal entre las partes58.

 Para que exista una relación de naturaleza contractual, deben cumplirse ciertos 
elementos esenciales: un contrato válidamente celebrado, obligaciones pactadas entre 
las partes y la posibilidad de generar responsabilidad en caso de incumplimiento. Sin 
embargo, en el caso del servicio notarial, los usuarios no suscriben un acuerdo con el 
notario, sino que acuden a su despacho para que este dé fe pública de ciertos actos, en 
ejercicio de una función delegada por el Estado59.

 El hecho de que el notario esté obligado a prestar sus servicios conforme a la nor-
mativa vigente refuerza la idea de que su función no se enmarca en una relación contrac-
tual típica. Su labor es garantizar la autenticidad y legalidad de los actos jurídicos, 
actuando como un fedatario imparcial y no como una de las partes de un contrato. Esto 
diferencia su responsabilidad de la que normalmente se deriva de una relación contrac-
tual entre particulares60.

 Desde una perspectiva jurídica, la responsabilidad del notario frente a los usuarios 
se acerca más a una obligación extracontractual, dado que su deber es cumplir con la 
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normativa notarial y garantizar la seguridad jurídica de los actos que certifica. En caso 
de incumplimiento o irregularidad en su trabajo, su responsabilidad no surge de un con-
trato celebrado con el usuario, sino de la infracción de su deber legal de dar fe pública, 
lo que podría generar consecuencias disciplinarias o patrimoniales61.

 En concreto, la relación entre notarios y usuarios del servicio notarial en Colombia 
no puede ser catalogada como meramente contractual, sino que responde a un esque-
ma de servicio público con implicaciones jurídicas que trascienden la voluntad de las 
partes. La función notarial, al estar regulada por la ley, impone un marco normativo que 
delimita su ejercicio y define los alcances de su responsabilidad, privilegiando la seguri-
dad jurídica y la confianza pública sobre la autonomía contractual62.

 Algunos actos jurídicos notariales en Colombia son de cumplimiento obligatorio y 
no permiten modificación alguna por acuerdo entre el notario y el usuario. Entre estos 
procedimientos se encuentran el reconocimiento de un hijo extramatrimonial, el otorga-
miento de testamentos abiertos o cerrados, la constitución de un régimen de propiedad 
horizontal y la liquidación notarial de herencia. En estos casos, la función del notario es 
garantizar el cumplimiento estricto de los requisitos legales sin posibilidad de negocia-
ción entre las partes63.

 El factor común en estos actos es la inexistencia de un acuerdo de voluntades que 
permita modificar los procedimientos establecidos por la normativa vigente. El notario, 
como garantía de la legalidad y la seguridad jurídica, debe verificar que se cumplan 
todas las disposiciones antes de autorizar la actuación mediante su firma. Este rol refuer-
za la naturaleza pública de la función notarial y su deber de observar la normatividad sin 
excepciones64.

 Así, el usuario que acude al notario para llevar a cabo uno de estos actos obligato-
rios debe cumplir con los requisitos exigidos por la ley, sin margen para la omisión de 
formalidades. El notario, por su parte, está vinculado a un marco regulatorio que le 
impide actuar discrecionalmente, asegurando que todos los procedimientos notariales 
se desarrollan conforme a la ley y con pleno respeto a la seguridad jurídica65.

 Los derechos notariales en Colombia no pueden ser considerados una contrapres-
tación económica por el servicio prestado, ya que estos valores están previamente regu-
lados y supervisados por el Estado. Debido a esta regulación, los notarios no tienen la 
facultad de negociar, aumentar o disminuir las tarifas establecidas, lo que garantiza 
uniformidad en los costos de los trámites notariales y evita posibles abusos en la presta-
ción del servicio66.

 Independientemente del vínculo jurídico que pueda existir entre los notarios y los 
usuarios del servicio, es fundamental comprender las obligaciones que estos profesiona-
les tienen. Entre las principales responsabilidades de los notarios se encuentran el deber 
de información y consejo, dado que muchas personas desconocen los procedimientos y 
formalidades necesarias para la correcta ejecución de los actos jurídicos notariales. Este 
deber adquiere especial relevancia en casos como la transferencia de bienes inmuebles, 
donde el incumplimiento de ciertos requisitos puede llevar a la devolución de escrituras 
por parte de las oficinas de registro e instrumentos públicos67.
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 El desconocimiento de los procedimientos notariales por parte de los usuarios 
genera un evidente desequilibrio en la relación entre el notario y la parte interesada. En 
la mayoría de los casos, los ciudadanos acuden a los despachos notariales sin un conoci-
miento técnico o jurídico suficiente sobre los actos que pretenden realizar, lo que hace 
indispensable la intervención del notario para garantizar que se cumplan todas las dispo-
siciones legales aplicables68.

 Este deber de información y consejo no solo implica que el notario debe orientar 
al usuario sobre los requisitos legales, sino que también está en la obligación de asegu-
rarse de que las formalidades sean cumplidas de manera estricta. La legislación colom-
biana establece que, en situaciones donde existe un mayor desequilibrio entre el conoci-
miento técnico del notario y el desconocimiento del usuario, la responsabilidad del nota-
rio es aún más exigente, lo que significa que cualquier omisión en su deber de informa-
ción podría ser objeto de sanción69.

 Así las cosas, la función del notario no se limita únicamente a la autorización de 
actos jurídicos, sino que también implica una responsabilidad activa en la orientación y 
asesoría a los usuarios. Esta obligación contribuye a garantizar la seguridad jurídica de 
los actos notariales y a prevenir errores que puedan generar consecuencias legales 
adversas para las partes involucradas70.

 En este sentido, la función de información y asesoría que cumplen los notarios en 
Colombia se convierte en su obligación principal en múltiples circunstancias. Los usua-
rios acuden a los despachos notariales buscando orientación sobre diversos temas lega-
les, como la redacción de testamentos, la mejor forma de otorgar una escritura pública, 
la conveniencia de diferentes figuras jurídicas como el usufructo o el fideicomiso, y las 
implicaciones de distintos tipos de transferencias de propiedad, entre otras cuestiones. 
En estos casos, la labor del notario no se limita a dar fe pública de los actos jurídicos, sino 
que también implica una asesoría especializada e imparcial que garantiza la seguridad 
jurídica y la correcta toma de decisiones por parte de los ciudadanos71.

 Según el Decreto 960 de 1970, los notarios en Colombia tienen múltiples funcio-
nes, entre las cuales se destacan la autorización de escrituras públicas, la autenticación 
de firmas, la protocolización de documentos, la intervención en la redacción y autoriza-
ción de testamentos, el registro del estado civil de las personas y la conciliación. Estas 
funciones reflejan la importancia del notario como garantía de la legalidad y la validez de 
los actos jurídicos, así como su papel en la prevención de conflictos legales futuros. 
Además, el notario debe ejercer control de constitucionalidad y legalidad sobre los actos 
que se le presentan, asegurando que estos se ajusten a la normativa vigente72.

 Además de sus funciones legales, los notarios también están sujetos a estrictas 
obligaciones de comportamiento y ética profesional. Estos incluyen actuar con rectitud, 
mantener el decoro del oficio, respetar la dignidad de los usuarios, ser imparciales, no 
negarse a prestar sus servicios, tratar con igualdad a todos los ciudadanos y evitar la 
extralimitación de sus facultades. Además, los notarios deben ejercer sus funciones 
dentro de su competencia territorial, abstenerse de ofrecer incentivos por la ejecución 
de trámites y garantizar que los derechos notariales cobrados corresponden a los valo-
res establecidos por la Superintendencia de Notariado y Registro73.
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 El cumplimiento de estas obligaciones es fundamental, ya que cualquier incumpli-
miento puede derivar en faltas disciplinarias o incluso en responsabilidades de tipo civil 
o penal. La responsabilidad del notario no solo se limita a errores en la redacción o 
autenticación de documentos, sino también a omisiones en su deber de análisis y en la 
vigilancia del cumplimiento de las normativas aplicables a cada acto jurídico. En este 
sentido, cualquier falta en la prestación del servicio notarial puede generar consecuen-
cias legales para el profesional, afectando su ejercicio y la confianza de los ciudadanos 
en el sistema notarial74.

 En conclusión, el notariado en Colombia no solo cumple una función técnica de 
autenticación de documentos, sino que también tiene una responsabilidad fundamental 
en la asesoría y garantía del cumplimiento normativo en los actos jurídicos que autoriza. 
La obligación de información y consejo es un componente esencial de su trabajo, y su 
incumplimiento puede derivar en sanciones legales. Por ello, la estricta regulación de sus 
funciones y la vigilancia de su ejercicio profesional resultan esenciales para garantizar la 
seguridad jurídica y la transparencia en la administración de justicia75.

 2.2. Marco normativo de la restitución de tierras 

 El marco normativo de la restitución de tierras en Colombia ha sido desarrollado 
como una respuesta a los efectos del conflicto armado, que dejó a millas de familias des-
plazadas y despojadas de sus territorios. La necesidad de garantizar el derecho a la pro-
piedad y la reparación de las víctimas llevó a la promulgación de leyes y decretos que 
regulan este proceso, estableciendo mecanismos para la recuperación de predios aban-
donados o arrebatados mediante la violencia. En este sentido, la restitución de tierras no 
solo busca devolver la propiedad a quienes fueron despojados, sino también garantizar 
la estabilidad jurídica y la reparación integral de las víctimas.

 La Ley 1448 de 2011, conocida como la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, 
se constituye como el principal instrumento normativo en esta materia. Esta legislación 
establece un procedimiento especial para la restitución de predios, diferenciando entre 
restitución material y jurídica, e incorporando principios como la inversión de la carga de 
la prueba a favor de las víctimas. Asimismo, se han expedido decretos reglamentarios y 
actos administrativos que complementan la implementación de la política de restitución, 
permitiendo la articulación entre entidades como la Unidad de Restitución de Tierras, los 
jueces y magistrados especializados en la materia.

 Así pues, este marco se encuentra respaldado por instrumentos internacionales 
de derechos humanos y disposiciones constitucionales que garantizan la protección de 
los derechos de los desplazados. Colombia, al ser signataria de tratados internacionales 
sobre derechos humanos y derecho internacional humanitario, ha adoptado obligacio-
nes que refuerzan la restitución como una medida de reparación efectiva. En este con-
texto, el desarrollo normativo ha evolucionado para responder a los desafíos que implica 
la restitución de tierras, asegurando que las víctimas puedan recuperar sus derechos de 
manera efectiva y sostenible.

 La Constitución Política de Colombia de 1991 establece diversos principios funda-
mentales que sustentan el proceso de restitución de tierras en el país. Entre estos, la dig-
nidad humana se destaca como un pilar esencial, reconocido en el artículo 1 de la Carta 
Magna76 . Este principio subraya la importancia de garantizar los derechos inherentes a 
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cada individuo, sirviendo como base para la formulación de leyes y políticas orientadas 
a la protección y reparación de las víctimas del conflicto armado. La dignidad humana, 
por tanto, orienta la implementación de medidas que buscan restablecer los derechos de 
propiedad y asegurar condiciones de vida dignas para quienes han sido despojados de 
sus tierras77.

 Otro principio constitucional relevante en el contexto de la restitución de tierras 
es el de la buena fe, consagrado en el artículo 83 de la Constitución78. Este principio esta-
blece que las actuaciones de los particulares y de las autoridades deben ceñirse a la 
honestidad y lealtad, presumiéndose que las personas obran de buena fe en sus interac-
ciones. En el ámbito de la restitución de tierras, la buena fe cobra especial importancia 
al considerar las reclamaciones de las víctimas y al evaluar la legitimidad de los actuales 
poseedores de los predios, garantizando así procesos justos y equitativos en la recupe-
ración de los derechos territoriales79.

 La Corte Constitucional de Colombia ha enfatizado la interconexión entre la digni-
dad humana y la eficacia de los derechos fundamentales, señalando que el respeto y 
garantía de la dignidad son esenciales para la consolidación del Estado Social de Dere-
cho80. Esta relación subraya la obligación del Estado de implementar mecanismos efecti-
vos para la restitución de tierras, asegurando que las víctimas del despojo y desplaza-
miento forzado sean protegidas mediante políticas públicas y marcos legales adecua-
dos.

 La Constitución Política de Colombia de 1991 establece la dignidad humana como 
un principio fundamental que sustenta el reconocimiento y la protección de los derechos 
humanos en el país. Este principio es esencial para la formulación de leyes y políticas 
destinadas a atender las necesidades de quienes han sido afectados por el desplaza-
miento forzado y la pérdida de sus propiedades. Según De Roux, la igualdad en dignidad 
de todos los seres humanos es la base sobre la cual se construyen todos los compromi-
sos de derechos humanos81.

 La Constitución también enfatiza la importancia de la paz como un derecho y 
deber de todos los ciudadanos. El artículo 22 establece que la paz es un derecho y un 
deber de cumplimiento obligatorio, mientras que el artículo 95, en su numeral séptimo, 
señala la obligación de las personas de propender al logro y mantenimiento de la paz. 
Gómez-Velásquez argumenta que la paz puede ser entendida como un derecho colecti-
vo, un derecho subjetivo fundamental y un deber cívico e institucional, según lo estable-
cido en el artículo 95 de la Constitución82.

 La interconexión entre la dignidad humana y la paz refleja la evolución del marco 
normativo colombiano, influenciado por décadas de violencia y desplazamiento forzado. 
Estos hechos históricos han llevado a la incorporación de normas con un enfoque más 
humanitario, destinadas a proteger y garantizar los derechos de las víctimas del conflic-
to armado83.

 La restitución de tierras en Colombia se fundamenta en varios principios constitu-
cionales, entre los cuales destaca la buena fe. Este principio, consagrado en el artículo 83 
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de la Constitución Política de 1991, establece que las actuaciones de los particulares y de 
las autoridades deben ceñirse a los postulados de la buena fe, lo que implica honestidad 
y lealtad en las relaciones jurídicas. Aunque su aplicación es general, en el contexto del 
desplazamiento forzado, la buena fe cobra especial relevancia al facilitar procesos más 
flexibles y adaptados a las circunstancias de las víctimas84.

 La buena fe puede entenderse desde dos perspectivas: objetiva y subjetiva. La 
primera se refiere a un estándar de conducta basado en la honestidad y la lealtad, mien-
tras que la segunda implica una convicción interna de actuar correctamente. En el 
ámbito de la restitución de tierras, la buena fe subjetiva se presume, lo que significa que, 
salvo prueba en contrario, se asume que las personas desplazadas actuaron de manera 
honesta y sin intención de perjudicar a terceros85.

 Otro pilar esencial en los procesos de restitución es el debido proceso, consagra-
do en el artículo 29 de la Constitución. Este principio garantiza que toda persona tenga 
derecho a un juicio justo, con observancia de las formalidades legales y el respeto a sus 
derechos fundamentales86. La aplicación del debido proceso en la restitución de tierras 
permite que las víctimas puedan presentar pruebas y ser escuchadas en un procedi-
miento transparente y equitativo.

 La restitución de tierras también está fundamentada en el principio de igualdad, 
consagrado en la Constitución y desarrollado en diversas leyes y normativas. En particu-
lar, se ha avanzado en la igualdad de género, permitiendo que las mujeres accedan de 
manera equitativa a la tierra. Se ha señalado que "una batería de leyes adicionales ha 
sido establecidas durante la última década, protegiendo principalmente la igualdad de 
género, acceso a la tierra y la justicia en casos de violencia"87.

 Por último, el desplazamiento forzado ha generado un impacto significativo en las 
condiciones de vida de las personas afectadas, impidiéndoles el acceso a recursos eco-
nómicos y servicios básicos. "Una consecuencia de la dificultad de conseguir empleo es 
la escasez de ingresos con la cual cubrir la alimentación, lo que genera problemas de 
salud con los que, aunados a la carencia de atención en servicios de salud, medicinas y 
tratamiento, el desplazamiento se vuelve un problema de subsistencia"88. De ahí la 
importancia de mecanismos como la justicia transicional para mitigar los efectos del 
desplazamiento y garantizar una restitución efectiva.

 • Fundamento constitucional de la restitución de tierras 

 La justicia transicional es un concepto fundamental para comprender la restitu-
ción de tierras en Colombia. Este modelo jurídico surge en sociedades que han experi-
mentado violencia sistemática o represión, con el objetivo de restaurar el Estado de 
derecho y garantizar la seguridad jurídica de sus ciudadanos89. En este contexto, la 
implementación de mecanismos de justicia transicional ha generado posturas diversas 
entre los distintos actores políticos y sociales, incluyendo defensores de derechos huma-
nos, periodistas y organizaciones no gubernamentales. A pesar de estas diferencias, la 
justicia transicional ha encontrado sustento en el marco constitucional colombiano, per-
mitiendo la adopción de medidas específicas para la reparación de las víctimas del con-
flicto armado90.
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 Uno de los elementos clave de la justicia transicional es la necesidad de equilibrar 
la búsqueda de justicia con la estabilidad política y social. Según Úbeda, las transiciones 
de poder en sociedades que han vivido conflictos suelen enfrentarse a la permanencia 
de sectores influyentes que obstaculizan el acceso a la justicia91. En Colombia, este fenó-
meno se evidencia tras la promulgación de la Ley de Justicia y Paz en 2005, que otorgó 
beneficios jurídicos a miembros de grupos armados ilegales a cambio de su desmoviliza-
ción92. Si bien estas medidas han sido criticadas por sectores que consideran injusto con-
ceder beneficios a quienes participaron en el conflicto, han permitido avances en la 
construcción de paz y en el reconocimiento de los derechos de las víctimas93.

 Desde el punto de vista jurídico, la restitución de tierras se sustenta en la necesi-
dad de reparar a las víctimas del desplazamiento forzado. De acuerdo con Cuenca, la 
justicia transicional implica la implementación de mecanismos judiciales y políticos 
orientados a reparar las violaciones masivas de derechos humanos, incluyendo la restitu-
ción de bienes a sus legítimos propietarios94. En Colombia, este principio se materializó 
con la Ley 1448 de 2011, también conocida como Ley de Víctimas y Restitución de 
Tierras, que desarrolló procedimientos específicos para la devolución de predios despo-
jados a las víctimas del conflicto armado95.

 Además de la restitución de tierras, la justicia transicional en Colombia ha busca-
do garantizar el acceso equitativo a la propiedad rural, especialmente para las mujeres. 
En este sentido, la legislación ha evolucionado para incluir un enfoque de género que 
permita corregir desigualdades históricas en la tenencia de la tierra96. Según Najar, la 
justicia transicional no solo implica la devolución de bienes, sino también reformas insti-
tucionales que facilitan el acceso a derechos fundamentales y el fortalecimiento de las 
relaciones sociales a largo plazo97. Este enfoque ha sido clave para mitigar los efectos del 
desplazamiento forzado y evitar nuevas formas de despojo.

 Finalmente, la restitución de tierras no solo busca reparar el daño causado por el 
conflicto, sino también contribuir a la reconstrucción del tejido social y económico del 
país. La implementación de medidas de reparación debe ir acompañada de políticas de 
generación de ingresos y desarrollo productivo que garanticen la sostenibilidad de los 
procesos de restitución98. En palabras de Garay, es fundamental que las estrategias de 
reparación incluyan mecanismos que promuevan la estabilidad económica de las familias 
desplazadas, asegurando su reintegración efectiva en la sociedad99. En este sentido, la 
justicia transicional en Colombia continúa enfrentando desafíos, pero representa un paso 
significativo hacia la consolidación de la paz y el respeto por los derechos de las vícti-
mas.

 • Fundamentos normativos de la restitución de tierras 

 La restitución de tierras en Colombia se fundamenta en varios principios constitu-
cionales, entre los cuales destaca la buena fe. Este principio, consagrado en el artículo 83 
de la Constitución Política de 1991, establece que las actuaciones de los particulares y de 
las autoridades deben ceñirse a los postulados de la buena fe, lo que implica honestidad 
y lealtad en las relaciones jurídicas. Aunque su aplicación es general, en el contexto del 
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desplazamiento forzado, la buena fe cobra especial relevancia al facilitar procesos más 
flexibles y adaptados a las circunstancias de las víctimas100. La Ley 1448 de 2011 positivi-
zó este principio dentro del capítulo de principios orientadores, exonerando a las vícti-
mas de una carga probatoria excesiva y permitiendo el uso de pruebas sumarias en los 
procesos de restitución101.

 La buena fe puede entenderse desde dos perspectivas: objetiva y subjetiva. La 
primera se refiere a un estándar de conducta basado en la honestidad y la lealtad, mien-
tras que la segunda implica una convicción interna de actuar correctamente. En el 
ámbito de la restitución de tierras, la buena fe subjetiva se presume, lo que significa que, 
salvo prueba en contrario, se asume que las personas desplazadas actuaron de manera 
honesta y sin intención de perjudicar a terceros102. Además, la Ley 1448 de 2011 introdujo 
el principio de igualdad, garantizando que las medidas de reparación se otorguen sin 
distinción de género, orientación sexual, condición social, profesión, creencias religiosas 
u opiniones políticas103.

 Otro pilar esencial en los procesos de restitución es el debido proceso, consagra-
do en el artículo 29 de la Constitución. Este principio garantiza que toda persona tenga 
derecho a un juicio justo, con observancia de las formalidades legales y el respeto a sus 
derechos fundamentales104. La aplicación del debido proceso en la restitución de tierras 
permite que las víctimas puedan presentar pruebas y ser escuchadas en un procedi-
miento transparente y equitativo. Adicionalmente, la carga dinámica de la prueba, conte-
nida en la Ley 1448 de 2011, obliga a las autoridades a facilitar la recolección de pruebas, 
considerando las dificultades económicas y logísticas que enfrentan las víctimas en el 
acceso a la justicia105.

 La restitución de tierras también está fundamentada en el principio de igualdad, 
consagrado en la Constitución y desarrollado en diversas leyes y normativas.  En particu-
lar, se ha avanzado en la igualdad de género, permitiendo que las mujeres accedan de 
manera equitativa a la tierra. Se ha señalado que "una batería de leyes adicionales ha 
sido establecidas durante la última década, protegiendo principalmente la igualdad de 
género, acceso a la tierra y la justicia en casos de violencia"106. A esto se suma el principio 
de progresividad, el cual establece la obligación de garantizar el goce efectivo de los 
derechos humanos de manera gradual, asegurando que los procesos de restitución sean 
cada vez más accesibles y efectivos107. 

 Por último, el desplazamiento forzado ha generado un impacto significativo en las 
condiciones de vida de las personas afectadas, impidiéndoles el acceso a recursos eco-
nómicos y servicios básicos. "Una consecuencia de la dificultad de conseguir empleo es 
la escasez de ingresos con la cual cubrir la alimentación, lo que genera problemas de 
salud con los que, aunados a la carencia de atención en servicios de salud, medicinas y 
tratamiento, el desplazamiento se vuelve un problema de subsistencia"108. De ahí la 
importancia de mecanismos como la justicia transicional, definida en la Ley 1448 de 2011, 
para mitigar los efectos del desplazamiento y garantizar una restitución efectiva a través 
de la reparación integral, la verdad y la no repetición109.
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 2.2.1.  Fundamentos jurisprudenciales sobre la restitución de tierras en Colombia 

 La Corte Constitucional de Colombia ha desempeñado un papel crucial en la pro-
tección de los derechos de la población desplazada. A través de la sentencia T-025 de 
2004, la Corte declaró un Estado de Cosas Inconstitucional (ECI) en relación con la aten-
ción brindada a los desplazados, evidenciando la falta de políticas públicas efectivas y la 
vulneración de derechos fundamentales como la dignidad, la igualdad y la buena fe110. 
Esta decisión marcó un punto de inflexión en la jurisprudencia colombiana, establecien-
do la obligación del Estado de adoptar medidas concretas para garantizar la reparación 
de las víctimas.

 Una de las disposiciones clave de la sentencia T-025 de 2004 fue la concesión de 
facultades especiales a las asociaciones de desplazados, permitiendo su representación 
mediante agencia oficiosa sin la necesidad de un abogado, siempre que se cumplieran 
ciertos requisitos mínimos111. Esta medida facilitó el acceso a la justicia para una pobla-
ción que históricamente ha enfrentado barreras estructurales en el ejercicio de sus dere-
chos.

 El Estado ha argumentado en múltiples ocasiones la insuficiencia de recursos para 
atender de manera adecuada a la población desplazada. En respuesta, la Corte Constitu-
cional, en la misma sentencia, instó al gobierno a aumentar progresivamente las asigna-
ciones presupuestarias destinadas a atender esta problemática112. Esta directriz judicial 
buscaba corregir las deficiencias en la atención a los desplazados y garantizar la mate-
rialización de sus derechos.

 La sentencia T-025 de 2004 surgió como resultado de las demandas presentadas 
por un grupo de ciudadanos que denunciaron el incumplimiento del Estado en áreas 
clave como vivienda, educación y acceso a proyectos productivos113. En este contexto, la 
Corte no solo caracterizó estos conceptos y les otorgó significado jurídico, sino que tam-
bién emitió órdenes judiciales dirigidas a mejorar la situación de los afectados.

 Si bien la Corte no abordó de manera específica el tema de la restitución de tierras 
en la sentencia T-025, sí estableció un marco general de reparación que sentó las bases 
para futuras normativas sobre el tema. La Corte ordenó al Estado proporcionar asisten-
cia humanitaria a las personas desplazadas y garantizar la efectividad de sus derechos, 
evitando que se redujeran a meras declaraciones formales114.

 El concepto de Estado de Cosas Inconstitucional ha sido fundamental en la juris-
prudencia colombiana. Esta figura jurídica permite que la Corte Constitucional declare la 
existencia de una violación masiva y estructural de derechos fundamentales, ordenando 
a las instituciones involucradas adoptar medidas integrales, oportunas y eficaces para 
remediar la situación115.

 Un antecedente relevante es la sentencia T-602 de 2003, en la cual el magistrado 
Jaime Araujo Rentería señaló que las medidas especiales a favor de la población despla-
zada buscan reducir su vulnerabilidad, reparar las injusticias del desplazamiento forzado 
y garantizar el acceso a condiciones básicas de bienestar y autonomía116. Esta visión 
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allanó el camino para la posterior expedición de la Ley 1448 de 2011, que estableció un 
marco normativo específico para la restitución de tierras.

 La Ley 1448 de 2011, conocida como Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, 
representó un avance significativo en la protección de los derechos de la población des-
plazada. Su desarrollo normativo se basó en los principios establecidos en la jurispru-
dencia de la Corte Constitucional, particularmente en las sentencias T-025 de 2004 y 
T-602 de 2003, las cuales subrayaron la necesidad de adoptar medidas diferenciadas 
para garantizar la justicia y la reparación efectiva117.

 La implementación de la restitución de tierras ha enfrentado múltiples desafíos, 
entre ellos la persistencia de actores armados en los territorios y la resistencia de secto-
res económicos a la devolución de predios. No obstante, la existencia de un marco juris-
prudencial sólido ha permitido la consolidación de políticas públicas orientadas a resti-
tuir los derechos de los afectados118.

 En conclusión, la Corte Constitucional ha desempeñado un rol determinante en la 
construcción de un marco jurídico que garantice la reparación de las víctimas del despla-
zamiento forzado. Las sentencias T-025 de 2004 y T-602 de 2003 han sido pilares fun-
damentales en la configuración de políticas de restitución de tierras, contribuyendo a la 
consolidación del derecho a la reparación integral en Colombia119.

 • Bloque de Constitucionalidad para la restitución de tierras 

 El bloque de constitucionalidad es un concepto jurídico que ha sido desarrollado 
en diversas jurisdicciones antes de su consolidación en Colombia. Países como Francia y 
España ya habían incorporado este mecanismo, permitiendo la integración de normas 
internacionales sobre derechos humanos en sus ordenamientos jurídicos internos120. En 
Colombia, este concepto ha sido interpretado y aplicado por la Corte Constitucional, con 
base en disposiciones de la Carta Política.

 La Corte Constitucional colombiana fundamentó el bloque de constitucionalidad 
en diversas disposiciones constitucionales. En particular, los artículos 93, 94, 101 y 214 de 
la Constitución han servido de base para la incorporación de normas internacionales al 
ordenamiento jurídico interno121. Esta interpretación ha permitido que el derecho interna-
cional de los derechos humanos tenga un impacto directo en la jurisprudencia nacional.

 El desarrollo del bloque de constitucionalidad en Colombia ha sido el resultado de 
la interpretación judicial y no de una disposición explícita en la Constitución. La Corte ha 
incorporado principios del derecho internacional, reconociendo la necesidad de armoni-
zar las normas internas con los estándares internacionales. El profesor Louis Favoreu 
destacó que este proceso ha logrado conformar un sistema constitucional coherente, en 
el que los derechos fundamentales han sido plenamente integrados122.

 En este contexto, la Corte Constitucional ha ampliado la protección de los dere-
chos fundamentales mediante la incorporación de principios internacionales. La senten-
cia SU-1150 de 2000, redactada por el magistrado Eduardo Cifuentes Muñoz, establece 
que los principios del derecho internacional deben servir como parámetros normativos 
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para la regulación del desplazamiento forzado y la atención a las personas desplaza-
das123.

 Los principios Pinheiros y los principios Deng son ejemplos de normas internacio-
nales incorporadas en el derecho colombiano a través del bloque de constitucionalidad. 
Estos principios reconocen el derecho de restitución de viviendas y patrimonio de las 
personas desplazadas, garantizando así su retorno seguro a sus propiedades. La senten-
cia T-821 de 2007 reconoció formalmente estos principios en Colombia124.

 El reconocimiento de estos principios ha permitido la consolidación de un marco 
jurídico más amplio para la restitución de tierras. Gracias a la acción de la Corte Constitu-
cional, se han adoptado mecanismos que garantizan la reparación integral de las vícti-
mas del desplazamiento forzado, en cumplimiento de las obligaciones internacionales 
del Estado colombiano125.

 La Corte ha desempeñado un papel clave en la fundamentación del derecho a la 
restitución de tierras. Desde la sentencia T-025 de 2004, se han emitido decisiones que 
buscan garantizar la aplicación efectiva de los derechos constitucionales de la población 
desplazada, asegurando su acceso a la justicia y la reparación integral126.

 Además de las decisiones específicas sobre restitución de tierras, la Corte ha pro-
movido la adopción de políticas públicas orientadas a la protección de los derechos de 
las víctimas. Estas medidas han sido implementadas a través de leyes y programas 
gubernamentales, que buscan garantizar la estabilidad de las comunidades afectadas 
por el conflicto armado127.

 La integración del bloque de constitucionalidad en la jurisprudencia colombiana 
ha fortalecido el reconocimiento de los derechos fundamentales y su aplicación efectiva. 
Este mecanismo ha permitido que el derecho internacional de los derechos humanos 
tenga un impacto real en la protección de las víctimas del conflicto, estableciendo están-
dares más altos de justicia y reparación128.

 En conclusión, el bloque de constitucionalidad ha sido una herramienta clave en 
la consolidación del derecho a la restitución de tierras en Colombia. Gracias a la labor de 
la Corte Constitucional, se han incorporado normas internacionales que garantizan la 
protección de los derechos de la población desplazada, promoviendo la justicia y la 
equidad en el acceso a la tierra129.

 2.3. La función notarial en la restitución de tierras 

 En los procesos de restitución de tierras en Colombia, los notarios desempeñan 
un papel esencial en la formalización y legalización de los derechos de propiedad. Como 
depositarios de la fe pública, su intervención garantiza la autenticidad y legalidad de los 
actos jurídicos relacionados con la restitución de predios a las víctimas del despojo y 
desplazamiento forzado130. 

 La Superintendencia de Notariado y Registro ha implementado iniciativas como 
"Tu Registro, Tu Tierra", que buscan fortalecer la seguridad jurídica en los procesos de 
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formalización y restitución de tierras. Estas acciones son fundamentales para promover 
la equidad, el desarrollo rural sostenible y la paz en el país. 

 En el ámbito judicial, la Corte Constitucional ha reconocido la importancia de la 
función notarial en la protección de los derechos fundamentales de las víctimas del con-
flicto armado. En la Sentencia T-107 de 2023, se resaltó la relevancia del debido proceso 
y la seguridad jurídica en los procedimientos de restitución de tierras131. 

 Asimismo, la Sentencia T-410 de 2024 abordó la necesidad de garantizar la celeri-
dad y eficacia en los procesos de restitución, subrayando el papel de los notarios en la 
formalización de los derechos de propiedad restituidos132. 

 La Ley 1448 de 2011, conocida como Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, 
establece mecanismos para la restitución jurídica y material de las tierras despojadas. En 
este contexto, los notarios facilitan la inscripción de los predios restituidos en los regis-
tros públicos, asegurando la legalidad de las transacciones y la protección de los dere-
chos de las víctimas133.

 La Superintendencia de Notariado y Registro, a través de circulares e instruccio-
nes administrativas, orienta a los notarios sobre la correcta aplicación de las normas en 
materia de restitución de tierras. Estas directrices buscan garantizar la uniformidad y 
legalidad en los procedimientos notariales relacionados con la restitución. 

 La formalización de la propiedad agraria, en la cual los notarios tienen un rol pro-
tagónico, contribuye a la consolidación de la paz y al desarrollo rural en Colombia. Al 
garantizar la seguridad jurídica en la tenencia de la tierra, se promueve la inversión y el 
progreso en las zonas rurales afectadas por el conflicto. 

 En resumen, la función notarial en los procesos de restitución de tierras es vital 
para asegurar la legalidad, autenticidad y seguridad jurídica en la devolución de predios 
a las víctimas del despojo. Su labor, en coordinación con las entidades estatales y en 
cumplimiento de las normativas vigentes, es fundamental para la reparación integral y la 
garantía de no repetición en el marco del posconflicto colombiano.
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 3.1. Intervención del notario en la formalización de la propiedad

 La intervención del notario en la formalización de la propiedad es esencial para 
garantizar la seguridad jurídica en los procesos de restitución de tierras en Colombia. 
Los notarios, como depositarios de la fe pública, autentican y certifican actos y contra-
tos relacionados con la propiedad inmobiliaria, facilitando la legalización de títulos y la 
inscripción en los registros correspondientes. 

 La Corte Constitucional, en la Sentencia T-025 de 2004, destacó la importancia 
de proteger las tierras abandonadas por desplazados, subrayando la necesidad de 
formalizar la propiedad para asegurar el retorno efectivo de las víctimas134. 

 Así pues, la Superintendencia de Notariado y Registro juega un papel protagónico 
en la restitución de predios despojados, proporcionando información sobre el historial 
jurídico de los predios y sirviendo como medio probatorio en los procesos de restitu-
ción135 . 

 Lo anterior, con fundamento en la Ley 1448 de 2011, conocida como Ley de Vícti-
mas y Restitución de Tierras, establece procedimientos para la restitución y formaliza-
ción de tierras despojadas, en los cuales la función notarial es clave para autenticar 
documentos y formalizar actos jurídicos. 

 A este punto, se entiende que la formalización de la propiedad a través de la inter-
vención notarial contribuye a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado, 
permitiéndoles acceder a programas de desarrollo y crédito, y garantizando la seguridad 
jurídica sobre sus tierras137. 

 En el contexto de la restitución de tierras, los notarios también asesoran a las 
partes sobre la normativa vigente y los procedimientos legales, facilitando la compren-
sión y el cumplimiento de los requisitos para la formalización de la propiedad. 

 En concordancia, la colaboración entre notarios y otras entidades, como la Super-
intendencia de Notariado y Registro y la Unidad de Restitución de Tierras, es fundamen-
tal para agilizar los procesos de restitución y formalización, asegurando una respuesta 
coordinada y eficiente138. 

 De este modo, se entiende que la función notarial en los procesos de restitución 
de tierras contribuye a la prevención de futuros conflictos sobre la tenencia de la tierra, 
al establecer claramente los derechos de propiedad y facilitar su reconocimiento legal. 

 En concordancia, resulta esencial que los notarios actúen con imparcialidad y 
transparencia en estos procesos, garantizando que la formalización de la propiedad se 
realice conforme a la ley y respetando los derechos de todas las partes involucradas139. 

 En resumen, la función del notario en la formalización de la propiedad es un pilar 
fundamental en los procesos de restitución de tierras en Colombia, asegurando la legali-
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dad, autenticidad y seguridad jurídica necesarias para la reparación efectiva de las vícti-
mas del conflicto armado.

 3.2. Actos notariales en los procesos de restitución 

 En los procesos de restitución de tierras en Colombia, los notarios desempeñan 
un papel esencial al garantizar la legalidad y seguridad jurídica de las transacciones rela-
cionadas con la propiedad. Su intervención es crucial para formalizar los derechos de 
propiedad de las víctimas del despojo y desplazamiento forzado, facilitando así su rein-
tegración y el restablecimiento de sus derechos patrimoniales.

 Los notarios actúan como garantías de la fe pública, autenticando y dando validez 
a los documentos que formalizan la restitución y transferencia de bienes inmuebles. Esto 
incluye la protocolización de escrituras públicas, la autenticación de firmas y la verifica-
ción de la legalidad de los actos jurídicos involucrados en el proceso de restitución. Su 
trabajo asegura que las transacciones se realicen conforme a la ley, protegiendo los 
derechos de las partes involucradas y evitando futuros litigios. 

 A continuación, se presenta una tabla que resume los principales actos notariales 
en los procesos de restitución de tierras, junto con su descripción y fundamento legal: 
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Tabla 1 Actos notariales en el marco de la restitución de tierras

Nota: Elaborado por el autor.

 La intervención notarial en estos actos es fundamental para garantizar la seguri-
dad jurídica en el proceso de restitución de tierras. Al autenticar y formalizar los docu-
mentos pertinentes, los notarios aseguran que las transacciones cumplan con los requisi-
tos legales, protegiendo así los derechos de las víctimas y contribuyendo a la estabilidad 
y confianza en el sistema de propiedad.

 Además, la notaría laboral facilita la inscripción de los actos en el registro de 
instrumentos públicos, un paso esencial para consolidar la titularidad y evitar futuros 
conflictos sobre la propiedad. La correcta inscripción garantiza que los derechos resti-
tuidos sean oponibles a terceros y proporciona una base sólida para el ejercicio pleno de 
los derechos de propiedad por parte de las víctimas.

 En conclusión, los notarios desempeñan un papel crucial en los procesos de resti-
tución de tierras en Colombia, actuando como garantías de la legalidad y facilitadores de 
la formalización de la propiedad. Su intervención no solo asegura el cumplimiento de los 
procedimientos legales, sino que también contribuye a la reparación integral de las vícti-
mas, permitiéndoles recuperar y ejercer plenamente sus derechos sobre la tierra. 

37



 3.3.  Retos del ejercicio notarial en el proceso de restitución de tierras:
 El notario como garante de los derechos de las víctimas 

 El notario colombiano enfrenta múltiples retos y dificultades en el proceso de 
restitución de tierras, desempeñando un papel crucial como garantía de los derechos de 
las víctimas del conflicto armado. La complejidad de este proceso radica en la necesidad 
de armonizar la legalidad formal con la justicia material, asegurando que las víctimas 
recuperen efectivamente sus propiedades y derechos.

 Uno de los principales desafíos es la informalidad en la tenencia de la tierra. 
Muchas propiedades carecen de títulos formales, lo que complica su restitución. Los 
notarios deben colaborar estrechamente con las autoridades para formalizar estos pre-
dios, garantizando seguridad jurídica a las víctimas.

 Además, la presencia de actores armados ilegales en ciertas regiones representa 
un riesgo para los notarios y las víctimas. La intimidación y las amenazas dificultan la 
labor notarial y el avance de los procesos de restitución.

 La falta de recursos y capacitación especializada también limita la eficacia del 
notariado en estos procesos. Es esencial que los notarios cuenten con formación en 
derechos humanos y normativas específicas sobre restitución de tierras para atender 
adecuadamente las necesidades de las víctimas.

 La coordinación interinstitucional es otro reto significativo. El notariado debe 
trabajar de la mano con entidades como la Unidad de Restitución de Tierras y la Superin-
tendencia de Notariado y Registro para agilizar los trámites y evitar duplicidades o con-
tradicciones en las decisiones.

 El desconocimiento de las víctimas sobre sus derechos y los procedimientos lega-
les añade otra capa de complejidad. Los notarios, en su rol de garantías, deben promo-
ver la educación y el acceso a la información, etc.

 Así pues, resulta necesario continuar con estrategias de divulgación y asesora-
miento que permitan a las víctimas comprender los procedimientos y requisitos para la 
restitución de sus tierras. La orientación jurídica y la difusión de información clara y 
accesible pueden reducir la incertidumbre y facilitar el ejercicio de sus derechos.

 Otro obstáculo relevante es la lentitud en los trámites administrativos y notariales. 
La carga burocrática y la falta de digitalización de los procesos pueden dilatar la restitu-
ción de tierras. Es fundamental la implementación de mecanismos tecnológicos y proce-
dimientos más ágiles que permitan una respuesta eficiente y oportuna a las víctimas.

 Asimismo, la corrupción y el fraude documental representan amenazas para la 
seguridad jurídica en la restitución de tierras. Existen casos en los que terceros intentan 
apropiarse indebidamente de predios restituidos, utilizando documentos falsificados. El 
notariado debe adoptar medidas rigurosas de verificación documental y fortalecer los 
controles para prevenir estos delitos.

 El papel del notario también es esencial en la protección de los derechos de los 
grupos vulnerables, como mujeres, comunidades indígenas y afrodescendientes. Estos 
grupos han sido desproporcionadamente afectados por el conflicto y requieren un enfo-
que diferencial en la restitución de sus tierras. La implementación de medidas de apoyo 
y garantías específicas es clave para asegurar un acceso equitativo a la justicia.
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 En conclusión, el notariado en Colombia enfrenta múltiples retos en el proceso de 
restitución de tierras, desde la informalidad en la tenencia hasta la falta de recursos y la 
amenaza de actores ilegales. No obstante, su papel es indispensable para garantizar la 
seguridad jurídica y el respeto de los derechos de las víctimas. Fortalecer la capacita-
ción, mejorar la coordinación interinstitucional y adoptar herramientas tecnológicas 
serán estrategias fundamentales para superar estas dificultades y lograr una restitución 
efectiva.
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Conclusiones
 La función notarial desempeña un 
papel fundamental en la garantía de la 
seguridad jurídica y la protección de los 
derechos de las víctimas en el proceso de 
restitución de tierras en Colombia. A lo 
largo del estudio, se evidencia que la inter-
vención del notariado es indispensable 
para formalizar la propiedad, otorgar 
certeza a los actos jurídicos y contribuir a 
la consolidación de la paz mediante la 
restitución efectiva de predios despojados.

 En primer lugar, se destacó la 
importancia de la función notarial en el 
contexto de la justicia transicional y el pro-
ceso de restitución de tierras. Se decide 
que el notariado no solo certifica y da fe 
pública de los actos jurídicos relacionados 
con la restitución, sino que también actúa 
como una clave intermedia entre el Estado 
y las víctimas, garantizando el cumplimien-
to de los principios de legalidad, imparcia-
lidad y asesoramiento.

 Asimismo, se identificó que los 
actos notariales desempeñan un papel 
decisivo en la consolidación de los dere-
chos de propiedad. Mediante la formaliza-
ción de títulos y la inscripción en los regis-
tros públicos, el notario contribuye a la 
estabilidad jurídica de los beneficiarios de 
la restitución. Sin embargo, se evidencia 
que aún persisten dificultades relaciona-
das con la informalidad en la tenencia de la 
tierra, lo que dificulta la labor notarial y 
requiere estrategias institucionales para su 
superación.

 Por otro lado, se analizaron los retos 
y dificultades que enfrenta el notariado en 
el proceso de restitución. Entre los princi-
pales desafíos se encuentran la presencia 
de actores armados en zonas de restitu-
ción, la falta de capacitación específica 
para los notarios en temas de derechos 
humanos y justicia transicional, así como la 
necesidad de fortalecer la coordinación 
interinstitucional con entidades como la 
Unidad de Restitución de Tierras y la 

Superintendencia de Notariado y Registro.
 También se resaltó el impacto del 
Bloque de Constitucionalidad en la restitu-
ción de tierras, evidenciando cómo los 
estándares internacionales han sido incor-
porados al ordenamiento jurídico colom-
biano. En este sentido, la Corte Constitu-
cional ha desempeñado un papel clave en 
la interpretación de los derechos de las 
víctimas y la aplicación de principios inter-
nacionales, lo que refuerza el trabajo nota-
rial en la validación y autenticación de 
actos relacionados con la restitución.

 Un aspecto crucial abordado en el 
estudio fue el rol del notario como garantía 
de los derechos de las víctimas. Se enfati-
zó que, más allá de su función técnica, el 
notario debe asumir un compromiso ético 
y social con la población afectada por el 
conflicto armado, facilitando el acceso a la 
información, promoviendo el respeto por 
el debido proceso y garantizando la pro-
tección de los derechos patrimoniales de 
los beneficiarios de la restitución.

 Finalmente, se concluye que la fun-
ción notarial en la restitución de tierras 
debe fortalecerse mediante la implemen-
tación de nuevas tecnologías, la simplifica-
ción de trámites y la capacitación continua 
de los notarios. La modernización del 
sistema notarial, en conjunto con políticas 
de inclusión y justicia transicional, permiti-
rá consolidar un proceso de restitución 
más ágil, seguro y eficaz, contribuyendo a 
la reparación integral de las víctimas y al 
restablecimiento del Estado de Derecho 
en el país.
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